
Son hombres curtidos por el sol, fuertes, aguer-
ridos, laboran en actividades de  campo, cosecha, 
riego, limpia,  corte y recolección de caña, otros se 
internan en las fábricas donde se produce el etanol, 
el azúcar y alcohol carburante: su labor principal el 
manejo de químicos.    Hablamos de por lo menos 
14 mil  trabajadores de la Industria de la Caña de 
Azúcar del Valle del Cauca, los cuales han laborado 
en condiciones de esclavitud desde la década de los 
años treinta.

Son los obreros de los 13 ingenios azucareros 
ubicados a lo largo de la cuenca del Río Cauca. 
La mayoría pueden exhibir sus manos callosas de 
empuñar los machetes con los que cortan la Caña 
de azúcar y su pronunciada musculatura tras largas 
jornadas diarias de 12 y hasta 14 horas de trabajo. 
Durante décadas han generado la riqueza que se 
concentra en 5 familias y cuatro grandes grupos 
económicos del país.

…La ecuación es tan sencilla, como cruel: a un 
cortero le pagan por tonelada $ 5.700  pesos y cada 

cortero para sacar 3 toneladas debe trabajar por lo 
menos 12  horas diarias. 
Estos laboriosos hombres, han hecho enormes esfu-
erzos para que el gobierno y los industriales de la 
Caña de Azúcar, asociados en ASOCAÑA, entiendan 
que para seguir trabajando necesitan  condiciones 
dignas de un ser humano. Han demostrado al país 
y al mundo que los derechos de los trabajadores se 
obtienen, tras una férrea voluntad de trasformar las 
condiciones infrahumanas en las que sobreviven en 
la actualidad. 

Berenice Celeyta A. Nomadesc
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Auditoría Deuda 
Externa Ecuador

Es difícil describir uno de los 
capítulos más nefastos de la 
historia Ecuatoriana sin ser 

presa de la indignación y la impotencia 
al mismo tiempo.

¿Quién, en la facultad de sus sentidos, 
puede asimilar el hecho de que, 
luego de haber pagado una deuda 
descomunal por la liberación española, 
en pleno boom petrolero, el Ecuador 
haya vendido su soberanía? 
 
Y digo vendido su soberanía; ya que, 
por una deuda que creció de US$ 585 
millones en 1975 a US$17 billones en 
2004, el Ecuador ha tenido que firmar 
13 cartas de intención con organismos 
internacionales; que traducido a 
términos más comunes, significa 

Asonal Judicial, el sindicato nacional 
que en Colombia agrupa a más de 42 
mil empleados de la rama judicial, 
completa ya cinco semanas de haber 
entrado en paro nacional indefinido. 
El 90 por ciento de sus afiliados acat-
aron la orden de paro en todo el terri-
torio nacional desde el pasado 3 de 
septiembre. 

Según Fabio Hernández, presidente de 
la organización sindical, el gobierno es 
responsable por el incumplimiento de 
las audiencias que son programadas, 
al mismo tiempo que ejerce presión 
de manera directa y descarada en el 

CONTINÚA PARO DE 

ASONAL JUDICIAL
Colombia

Cristobal Jara

Continúa en la página E3

Continúa en la página E4
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Editorial

Para ellos no fue fácil tomar la decisión de entrar el pasado 15 de septiembre 
a un cese de actividades, se están jugando ante todo la vida, pues ya son 
más de 40 corteros de caña que han sufrido 
heridas de gravedad por la acción desafo-
rada de los dueños de la guerra. Se juegan 
la vida porque están muriendo de hambre, 
porque su paupérrimo salario no les alcanza 
ni para alimentar a su familia y qué decir de 
la salud y el estudio para sus hijos. Se juegan 
la vida porque el Estado Social de Derecho, 
que se aplica hoy en Colombia no admite 
que los trabajadores de este país, ni ningún 
sector social organizado, se pronuncien ante las devastadoras políticas 
económicas que este régimen de terror impone. 

Desde antes de la hora cero el Gobierno y Asocaña  conocían las solicitudes 
de los trabajadores y en sus manos continua  la responsabilidad política 
para iniciar la negociación con propuestas serias que permitan avanzar en 
una solución real a esta grave situación…

La mentira institucional no puede acallar la verdad contundente de 14.000 
trabajadores de los ingenios azucareros, que no están solicitando nada 
distinto a que se cumplan normas mínimas vigentes de derecho para los 
trabajadores.

Señores, la esclavitud fue abolida el primero de enero de 1852. Así que 
ustedes tendrán que responder ante los tribunales nacionales e internacion-
ales por el tratamiento dado a los corteros de caña y en caso de no acceder 
a una negociación y establecer unos acuerdos que garanticen el derecho de 
los trabajadores de la Industria de la Caña de azúcar tendrán que dar cuenta 

de la violación a las normas vigentes del derecho laboral a nivel interno e 
internacional. 

• En la madruga del 25 de septiembre, siendo las 
4:30 a.m., tropas pertenecientes al Escuadrón 
Móvil Antidisturbios de la Policía Nacional 
(ESMAD), aproximadamente unos 130 efec-
tivos, rodearon los Ingenios Providencia (Cien) y 
Central Tumaco (30), y sin razon alguna atacaron 
a los trabajadores con bombas de gas lacrimógeno, 
dejado por lo menos 20 heridos.  

• El 28 de septiembre el Ministro de Protección 
Social, Diego Palacio continúo los señalamientos contra los trabajadores, 
garantes y asesores y esta vez arremetió contra la Central Unitaria de 
Trabajadores CUT. Los vigilantes de la empresa de seguridad ATLAS 
se pasearon por los puntos de concentración de los trabajadores en el 
ingenio Providencia filmándoles de cerca. En horas de la tarde la Guardia 
del Presidente Álvaro Uribe Vélez, entre ellos miembros del Servicio de 
Inteligencia de la Policía SIPOL, tomo fotos y filmo a los trabajadores, 
asesores y miembros de la CUT Valle, que se encontraban en el Ingenio 
Castilla. 

• El 8 de octubre más de 250 personas, las esposas e hijos de los traba-
jadores, iniciaron una acción en la carretera en Candelaria.  Más de 100 
hombres del ESMAD llegaron y sin mediar palabra iniciaron una descarga 
de gases lacrimógenos que provocó  la asfixia de por lo menos 10 niños. 

Mensajes, ayuda y para más información dirigirse a Nomadesc emails:  
dhprohibidolvidar@yahoo.com, accionjuridica.nomadesc@gmail.com

Vease el articulo ‘A Cortar Con Las Cooperativas’, la página E7

Corteros de Caña en Asamblea Permanente 
Continuación de la página E1

Su solidaridad.  Con el sistema bancario a punto de 
derrumbarse, y a medida que brotaba la ira popular debido al 
rescate financiero que beneficiaba a los peces gordos, George 

Bush II sacó tiempo para emprender el siguiente gran proyecto de 
los Estados unidos para las Américas.

El 24 de septiembre Bush se reunió con los representantes de los 
once gobiernos latinoamericanos que tienen (o buscan) acuerdos 
de libre comercio con los Estados Unidos, mediante  la iniciativa 
‘Caminos hacia la Prosperidad en las Américas’.   Esta, reúne 
los países ‘con la misma línea de pensamiento’ –en  realidad, 
los gobiernos– en un bloque liderado por EE.UU.  Caminos a la 
prosperidad,  será ‘democracia, mercados abiertos y libre comercio 
‘, es decir la intensificación del mismo modelo neoliberal que ha 
traído tanto estrago social y ambiental. 

Al mismo tiempo que el corazón del capitalismo financiero perdía  
legitimidad popular, Bush y sus aliados anunciaron su estrategia 
para consolidar una cadena de sistemas de inversión amistosas, 
¡más capitalismo financiero!
Ignorada por los medios de comunicación británicos, la última 
iniciativa de Bush es importante en cuanto proporciona el marco 
general  para una ofensiva renovada de la derecha. Fidel Castro y los 
movimientos sociales inmediatamente llamaron la atención sobre 
el peligro, y la realidad de tal progreso: “guerras de conquista, su 
intercambio desigual y pillaje permanente de otros pueblos”[1].

En Sudamérica, los gobiernos de Colombia, Perú y Chile se han 
alineado con Estados Unidos abiertamente. El presidente de 
Colombia Uribe ya estuvo en Washington presionando fuertemente 
para conseguir la aprobación del tratado de libre comercio de 
EE.UU-Colombia. Los Demócratas han impedido  su ratificación, 
debido a sus inquietudes sobre el asesinato de cientos de sindicalistas 
bajo el mandato de Uribe, y sus tratos turbios con los paramilitares 
que son quienes realizan los asesinatos. Colombia es supuestamente 
una democracia, pero sólo de palabra, pues cualquier oposición 
al neoliberalismo está sujeta a un régimen de terror. Usted tiene 
derecho a votar, pero será asesinado en el camino a la mesa  de 
votación.

Solo porque Bush y Uribe están en solidaridad el uno con el otro, 

no es excusa para que el Reino Unido y la Unión Europea respalden 
a Uribe, como lo hacen. El gobierno británico se niega a retirar el 
apoyo militar a Colombia,  a pesar de todas las evidencias de que 
esto empeora la situación de derechos humanos; en gran parte se 
debe a la enorme rentabilidad de inversiones británicas en el país.

Entretanto,  conducida por su Comisionado Comercial Peter 
Mandelson, la Unión Europea está a punto de negociar sus propios 
acuerdos de libre comercio con Colombia y Perú.  En oposición,  el 
gobierno de Bolivia ha rechazado negociar un tratado que cedería 
a las multinacionales europeas la oportunidad de privatizar incluso 
los recursos esenciales de vida: agua y diversidad biológica[2].

La táctica de Mandelson de romper el frente común de las naciones 
Andinas ha tenido éxito hasta ahora. La política del ‘divide y 
vencerás’  de Estados Unidos y la Unión Europa dejan a América 
Latina abierta a la reconquista corporativa.   

Nuestra solidaridad. El neoliberalismo y, sobre todo, el último gran 
proyecto de los EE.UU. –el Área de Libre Comercio de las Américas 
(FTAA)– ha generado la resistencia en muchos niveles. Por un 
momento, el monstruo se transformó en una bestia de varias cabezas, 
en forma de una sucesión de tratados comerciales bilaterales y de 
inversión, pero sigue siendo el monstruo de explotación. La única 
opción que se nos abre es, una vez más, unirnos y luchar contra la 
oleada imperial de los Estados Unidos y la Unión Europea.

En primer lugar, a nivel gubernamental, Venezuela y Cuba 
conformaron en 2004 la Alternativa Bolivariana para las Américas 
(ALBA, que también quiere decir “el alba”), como una iniciativa 
basada en la solidaridad. Desde entonces Nicaragua y Bolivia se 
han unido a esta alternativa de izquierda a la economía del libre 
mercado. La Unión de Naciones Sudamericanas (UNASUR) fue 
acordada en 2005 y nació en este año. La presencia de Estados 
Unidos no fue permitida, y este es un factor para la decisión de Bush 
de seguir adelante con su propio ‘Camino a la prosperidad’. 

En segundo lugar, existe un proceso en curso de los movimientos 
sociales de América Latina, como se ha visto, por ejemplo,  en los 
encuentros masivos  en Lima y Managua, en las expresiones de 
solidaridad con Bolivia, en el Foro Andino de movimientos sociales 

frente a la minería[3],  y en las declaraciones de los movimientos 
brasileños contra ‘sus’ corporaciones en países vecinos.

En tercer lugar, existe  la solidaridad desde el interior de los Estados 
Unidos  y Europa. Ha habido verdadero  entusiasmo e inspiración 
por la idea de ‘el socialismo del siglo XXI ‘ emanando de América 
Latina. Ahora, debemos movilizarnos contra la reacción de la 
derecha a este desafío, como lo mostró la excelente protesta en la  
embajada de EE.UU. el pasado 17 de septiembre. Reconocemos 
que nuestra lucha no sólo es contra Bush, ni contra el imperialismo 
estadounidense, sino también contra las corporaciones europeas y 
sus ambiciones imperiales.

 El papel de los trabajadores latinoamericanos exiliados ha sido 
un factor importante; su experiencia tiende un puente entre los 
continentes. El Primero de Mayo de 2006 vimos  a un millón de 
inmigrantes latinoamericanos en EEUU,  tomándose las calles 
para exigir sus derechos. Ahora los inmigrantes de Latinoamérica 
en Europa se están movilizando, junto  con otros,  contra su 
criminalización. En Londres hay una verdadera batalla para 
sindicalizarse y oponerse a las deportaciones. Es vital que estos 
procesos  internos sean apoyados por los activistas y por las 
campañas de solidaridad internacionalista.
Este sentido de solidaridad también comienza por casa. Los 
trabajadores de limpieza (‘cleaners’), socialmente invisibles que 
trabajan a  primera hora de la mañana o en turnos de la noche en 
aquellos bancos que toman miles de millones del dinero público, 
ellos y no los banqueros, son la gente que merece reconocimiento 
y solidaridad. 
 Con el sistema bancario a punto de derrumbarse, y a medida que 
brotaba la ira popular debido al rescate financiero que beneficiaba 
a los peces gordos, George Bush II sacó tiempo para emprender el 
siguiente gran proyecto de los Estados unidos para las Américas.

[1] Fidel Castro: ¿La Autocrítica de Bush La Habana, el 27 de septiembre (la 

Latinoamericana de Preagencia nacional de seguridad

[2]  2 Ver An agenda for domination - Latin America ’s FTAs with the European 

Union  at http://www.grain.org/front/

[3] Texto completo en http: // www.minesandcommunities.org/article.
php? A=8847

“La mentira institucional 
no puede acallar la verdad 
contundente de 14.000 

trabajadores de los ingenios 
azucareros...”



poder judicial, como se ha visto en los últimos meses 
con el enfrentamiento entre el ejecutivo y la justicia.

La orden de paro fue dada después de largos meses de 
reuniones con funcionarios del gobierno, que como 
históricamente ha sido costumbre en Colombia, prom-
eten solucionar los problemas de los trabajadores pero 
siempre terminan dilatando cualquier posibilidad de 
arreglo o criminalizando la actividad sindical como 
responsable del desbarajuste institucional. Por eso tanto 
los funcionarios del gobierno como el mismo presidente 
de la Sala Administrativa, Jesael Giraldo, dijeron que la 
huelga es ilegal.

Es la típica respuesta a las justas peticiones de los traba-
jadores. La declaratoria de ilegalidad de la huelga, la 
protesta y demás actividades sindicales suelen venir 
acompañadas de amenazas de todo tipo, desde el 
descuento de los días de paro, sanciones disciplinarias, 
amenazas de arresto y el señalamiento de los principales 
dirigentes en la prensa oficial, lo que dentro del ambi-
ente de intolerancia y violencia estatal contra la opos-
ición política y sindical, equivale a ponerle la lápida al 
cuello a dichos dirigentes.

Los trabajadores judiciales buscan sentar su voz de prot-
esta frente a las que consideran, serias inconsistencias en 
el concurso de méritos para ingresar a la carrera admin-
istrativa. De igual manera, los trabajadores piden que se 
dote a la rama judicial de los recursos económicos que 
les permita su funcionamiento en condiciones dignas; 
mejoras en materia de nivelación salarial y sueldos, 
además, que no se someta a concurso, a los más de 15 
mil empleados que llevan ya casi 16 años en provision-
alidad con una demostrada idoneidad en su trabajo.

Lo que exige Asonal es que los salarios de estos funcion-
arios sean nivelados, lo cual tiene un coste cercano a 
los 700.000 millones de pesos. Sin embargo el gobierno 
solo aumento hace unas dos semanas 111 mil millones de 
pesos. La propuesta fue rechazada por Asonal Judicial, 
que la consideró “totalmente insuficiente”.

La mayor preocupación de la organización sindical, es 
el peligro de que ocurra una ‘masacre laboral’, pues de 
acuerdo con Fabio Hernández, presidente de Asonal, el 
gobierno se apresta a despedir unos 4600 empleados 
a comienzos del año venidero, porque según este los 
empleos en la rama judicial se seguirán asignando 

por ‘meritocracia’. Como se puede ver, esto no es más 
que una burla para el movimiento sindical y para los 
trabajadores. ¿Quién con una mediana capacidad de 
reflexión va a decir que una persona que lleva 16 años 
desempeñando un trabajo no tiene los ‘meritos’ para 
continuar en él?

Ahí esta presente, de cuerpo entero el verdadero conte-
nido de la ‘seguridad democrática’ del gobierno de 
Uribe. Una seguridad que arroja a la calle miles y miles 
de trabajadores con excusas imposibles de justificar y 
una democracia que no tiene en cuenta la participación 
de los trabajadores en la discusión de los temas y en 
las posibles soluciones. Al fin y al cabo Colombia es 
un país donde la impunidad es del 97 por ciento, es 
decir, la norma. Y para garantizar la impunidad no se 
necesita dinero para pagar los trabajadores de la rama 
judicial, sino un estado corrupto, venal y mafioso que 
ataca y condena desde las altas esferas los organismos 
de control que intentan cumplir con el deber de aplicar 
la ley, lo que no es otra cosa que la obstrucción a la 
justicia desde el propio gobierno.

Ahí esta la ‘seguridad democrática’ donde para debatir 
y buscar soluciones a los problemas de los trabajadores 
no sirven las instancias ordinarias, sino que tienen que 
ser llevadas a los pintorescos Consejos Comunitarios 
que han demostrado se muy buenos para inflar la popu-
laridad del Presidente y como trampolín populista de la 
derecha, pero no precisamente para solucionar los prob-
lemas del país. Como dijo Fabio Hernández, “Asonal 
no confía en Consejos, nos parece complicada la 
mecánica, porque todo se concentra en el Presidente de 
la República y es él quien decide quién habla, en cuánto 
tiempo y qué le parece y qué no le parece. Eso impide 
garantizar igualdad en el debate”.

El famoso Consejo, se hizo con la presencia de todos los 
funcionarios del gobierno, la fiscalía y otros organismos 
de justicia, pero sin los trabajadores. Allí, el Presidente 
y su séquito “arreglaron” la situación y le dijeron al 
país que el gobierno si quería pero los trabajadores no. 
Luego como por arte de magia, el gobierno no acordó ni 
discutió soluciones, sino que decreto unilateralmente un 
aumento de sueldo de 131 mil millones pagaderos grad-
ualmente en los próximos dos años, lo que de acuerdo 
con las necesidades de los trabajadores, es una bofetada 
y una violación a sus derechos básicos. Mientras tanto, 
el paro de Asonal Judicial continúa.

Solidaridad con el pueblo colombiano y con los traba-
jadores en paro.  
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CONTINÚA PARO DE  ASONAL 
JUDICIAL
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Derechos Humanos
ASESINADO OTRO DIRIGENTE SINDICAL EN COLOMBIA

“El dirigente sindical Alexander Blanco Rodríguez fue asesinado el martes 
26 de agosto en el municipio de Cantagallo aproximadamente a las diez de 

la noche por sicarios, quienes se acercaron al equipo donde estaba entregando 
su turno de trabajo y le dispararon frente a sus compañeros. Alexander Blanco 
era miembro activo de las organizaciones sociales del municipio de Cantagallo 
(Bolivar), que proveen la mano de obra a las firmas contratistas al servicio de 
ECOPETROL quien laboraba para la empresa de perforación de pozos petroleros, 
San Antonio Internacional.

La Unión Sindical Obrera (USO) y la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) 
han denunciado  sendos comunicados ‘… frente a la instauración como política 
de Estado de la contratación de reinsertados de los grupos paramilitares’. La 
CUT exige al Estado colombiano que se responsabilice para que este crimen no 
quede en la impunidad, y afirma que solamente este año ya han sido asesinados 
en Colombia 41 dirigentes y afiliados a la central sindical. Más de 560 sindi-
calistas han sido asesinados bajo el mandato del presidente Álvaro Uribe.”

La República 31 de agosto

“ESMAD ES RESPONSABLE”, DICE FISCALÍA

Johnny Silva Aranguren ingresó a la Universidad del Valle con el propósito de, 
algún día, ostentar dos títulos profesionales.  Una protesta nacional en contra 

del TLC, planeada con anticipación para el 22 de septiembre de 2005, finalizó 
en el asesinato de Johnny.  Una bala calibre 38 en la nuca de su primogénito se 
atravesó en las ilusiones del estudiante. 

En Cali, era un secreto a voces que el disparo había salido del arma de un 
agente del Esmad (Escuadrón Móvil Antidisturbios). La Policía, por su parte, 
lo negó desde el inicio. Pero ahora que la Fiscalía se pronunció al respecto, no 
quedó ningún lugar a dudas. “La persona que dio muerte a Johnny Silva fue un 
miembro del Esmad aún no identificado”, manifestó el organismo.  Uno de los 
dos disparos, realizado a 23,7 metros de distancia, alcanzó la nuca de Silva y 
segó su vida. [Según la] Fiscalía nadie sería castigado.
				  

El Espectador 21 de septiembre

ASESINATO DE UNA FEMINISTA 

Paradójicamente, mientras La Ruta Pacífica de las Mujeres presentaba en 
Bogotá el libro “Las violencias contra las mujeres en una sociedad en guerra”, 

en Medellín una de sus integrantes Olga Marina Vergara fue masacrada junto a 
su hijo, nuera y nieto, un menor de cinco años de edad el 24 de septiembre
 
La Coordinadora del movimiento enfatizó que la Ruta continúa y persiste en la 
búsqueda para que el tema de las violencias contra las mujeres no se quede en 
agendas públicas de turno y como noticias circunstanciales.  A este rechazo por 
el asesinato de Olga Marina Vergara y tres miembros de su familia se unen las 
organizaciones sociales feministas del país que convergen en la Ruta Pacífica de 
las Mujeres, las cuales trabajan conjuntamente por la tramitación negociada del 
conflicto armado en Colombia y por la visibilización de los efectos de la guerra 
en la vida de las mujeres.

PIDEN ACLARAR PRESUNTAS EJECUCIONES EXTRAJUDICIALES 

La Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos pidió al gobierno y a las fuerzas militares de este 

país “esclarecer y poner fin a las prácticas de presuntas ejecuciones extraju-
diciales’’ que en menos de una semana han dejado un saldo provisional de 45 
jóvenes muertos.

Aunque no hay una conclusión definitiva de los autores de las ejecuciones las 
autoridades investigan si se trata de fusilamientos hechos por miembros del 
Ejército Nacional con el fin de presentar los cadáveres como bajas enemigas en 
falsos combates. 

Otras hipótesis señalan que los jóvenes fueron inicialmente reclutados por 
paramilitares que se están reorganizando tras la disolución de las temidas 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en el 2006, en virtud de un acuerdo 
con el gobierno del presidente lvaro Uribe.

Otra sospecha del reclutamiento proviene de las mafias del narcotráfico, que en 
muchas ocasiones trabajan de la mano de los paramilitares…

La mayoría de estos jóvenes procedía de Ciudad Bolívar, un gran barrio del 
sur de Bogotá de tierras baldías que cuenta con 300 distritos, concentra a unos 
700,000 habitantes y que se expandió ante la llegada de miles de desplazados de 
la guerra a partir de los años 80 del siglo pasado. 

El Nuevo Herald 28 de septiembre

Los empleados afiliados a Asonal le hicieron saber al Gobierno el miércoles que mantendrán la parálisis por tiempo indefinido.



Los ecuatorianos 
han ganado una 
batalla decisiva 
para su “revolución 

ciudadana”. Un contundente 
64% de la población le dijo sí a la 
nueva hoja de ruta para el país. 
Una muestra de respaldo para 
el Presidente Rafael Correa, 
quien en menos de dos años 
ha salido triunfador por cuarta 
vez en las urnas. El triunfo se 
ha dado otra vez a pesar de 
una agresiva oposición de los 
grupos económicos dueños 
de la mayoría de medios de 
comunicación, en esta ocasión 
con la activa participación de 
la iglesia católica. 

La nueva constitución es 
sin duda la más democrática de la historia ecuatoriana. Por 
primera vez la elección de los asambleístas garantizó a todos los 
candidatos el mismo espacio en los medios de comunicación. 
Casi el 80% de asambleístas fueron ciudadanos que nunca antes 
participaron en elecciones y que provienen de los movimientos 
sociales y ongs. La Asamblea recibió la visita de cerca de 
70,000 personas y de 3,000 organizaciones y a diferencia de 
la constitución pasada que potenció el neoliberalismo, esta vez 
la nueva constitución fue sometida a un referéndum para su 
aprobación. 
 
Como resultado de este proceso, el Ecuador oficializó su 
decisión de abandonar el modelo económico neoliberal para 
pasar a una economía social y solidaria que le devuelve al 
estado la capacidad de planificar y el control sobre los recursos 
naturales y sectores estratégicos, que en ningún caso podrán ser 
privatizados. Esto incluye al agua, que desde ahora en Ecuador 
está considerada como un derecho humano. La economía 
deberá además orientarse a promover y garantizar la soberanía 
alimentaria.
 
La participación ciudadana es uno de los ejes principales de la 
constitución. Se crea un nuevo poder, paralelo a los tradicionales 
ejecutivo, legislativo y judicial. Un Concejo de Participación 
Civil y Control Social, conformado por ciudadanos de la 
sociedad civil, reemplazará a los partidos políticos en la 
selección de autoridades claves como Contralor, Procurador, 
Tribunal de Elecciones, Corte Constitucional, etc… La 
selección de funcionarios será por concurso público y abierto 
a todos los ciudadanos. Este nuevo poder de hecho supervisará 
y vigilará el desempeño de estas autoridades, a manera de una 
comisión anticorrupción. Todas las empresas estatales tendrán 
siempre una “silla vacía” en sus directorios, para permitir la 
participación de la sociedad civil en su manejo. La revocatoria 
del mandato vía referéndum de cualquier cargo de elección 
popular, incluyendo al Presidente de la República, es otra de las 
herramientas que fortalecen a la democracia participativa en 
Ecuador.

Entre las numerosas conquistas sociales destacan la educación 
gratuita hasta la Universidad; la salud universal con medicina 
gratuita para enfermedades catastróficas y cobertura total 
a discapacitados; la seguridad social para las amas de casa y 
los trabajadores informales; la prohibición de las empresas de 
intermediación laboral y la licencia por paternidad para los 
hombres. 

Los alcances más revolucionarios tal vez son para el medio 
ambiente. Ecuador dio a luz a la primera constitución en el 
mundo que le otorga derechos a la naturaleza. Eso significa 
que cualquier persona puede entablar una demanda en nombre 
de la naturaleza y exigir su reparación. 
Se prohíben los productos transgenicos. 
Se penaliza la biopirateria y no será 
posible patentar ningún producto de la 
biodiversidad o del conocimiento ancestral 
de los pueblos indígenas.

Simultáneamente, Ecuador se constituye 
en el primer país de “puertas abiertas” 
al no requerir visa de ningún ciudadano 
en el mundo. Un claro mensaje de que en 
Latinoamérica estamos construyendo ya 
ese “otro mundo posible”.

* Fidel Narváez, activista miembro de la Asamblea 

Permanente de Derechos Humanos, APDH del 

Ecuador y del Movimiento Ecuador en el Reino 

Unido, MERU.
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Ecuador gana otra batalla 

hacía “otro mundo posible”
Una nueva constitucion para el EcuadorFidel Narváez

Rafael Correa Presidente del Ecuador

aceptación de imposiciones en materia 
económica mayoritariamente.
 
¿Dónde está la soberanía de un pueblo 
cuando desde fuera se le dice que no 
puede invertir en salud ni educación ni 
infraestructura para su gente porque tiene 
que honrar una deuda ilegítima?

Es de locos pensar que en un país petrolero 
cuya economía se basa precisamente en su 
exportación, el petróleo no sea el principal 
producto en dejar el país. Desde 1982 el 
Ecuador se convirtió en exportador de 
capitales, habiendo desembolsado US$ 

119,83 billones de dólares por concepto de 
deuda.

Habiéndose podido  liberar en 1992 de más 
de US$7,5 billones; puesto que la deuda 
según la ley estadounidense prescribía. 
En solo unos días, sin los poderes que le 
acrediten a la fecha y en contra de todo 
precepto de transparencia y honradez, la 
cónsul del Ecuador en Nueva York firma un 
tratado a nombre de 14 entidades públicas 
del Ecuador para resucitar toda deuda más 
intereses, penalizaciones y créditos frescos 
para el pago de nuevas obligaciones.

Siendo esto solo un aperitivo de la gran 
traición de funcionarios Ecuatorianos a su 
patria y a su gente, es apenas lógico pensar 

que en la medida en la que los pueblos 
de Latinoamérica despierten, tendrá que 
despertar con ellos el deseo firme de 
reescribir la historia y de buscar justicia.

Nuevos vientos soplan en la mitad del 
mundo, un gobierno honesto quizás por 
primera vez en la historia republicana 
de Ecuador, constituyó vía decreto, de 
entre las organizaciones sociales, una 
comisión para la auditoría de la deuda. Esta 
iniciativa inédita en el mundo proveerá al 
estado las herramientas necesarias para la 
impugnación de dicha deuda. 

* Diego Almeida, estudiante de Política y Relaciones 

Exteriores en London School of Economics and 

Political Science, miembro del MERU.

¿Qué hacer cuando la historia no nos favorece? 
La auditoria de deuda Externa de Ecuador 

Mientras Europa construye 
barreras cada vez más grandes 
para impedir el acceso de 

inmigrantes de los países en desarrollo, 
a través de las más restrictivas leyes, 
un pequeño país sudamericano, herido 
por un fenómeno de migración masiva 
en los años recientes, está tomando un 
rumbo totalmente diferente. Si por un 
lado, el viejo continente parece haber 
olvidado su pasado de exportador neto 
de emigrantes, por el otro el Ecuador está 
dando una valiosa lección en nombre de 
ideales humanistas que con frecuencia 
les han sido negados a sus ciudadanos 
en el exterior.  

La reciente resolución del Presidente 
Rafael Correa que declara la política de 
“puertas abiertas” en su país, sin requerir 
visa de turismo para ningún ciudadano 
del mundo, ha tenido eco en la nueva 
constitución, recientemente aprobada en 
un referéndum. 

En la nueva Carta Magna se establecen  
principios sobre migración, acorde con 
la concepción diferente de la política del 

gobierno actual, en la que el hombre está 
en el centro de cualquier acción pública. 
En lugar de criminalizar a la gente que 
se moviliza por el planeta a causa de  las 
crecientes disparidades económicas, 
estas disposiciones enfocan el tema de 
manera diferente. 

El primer elemento a destacarse es 
el principio de que nadie puede ser 
declarado ilegal, inspirados en los valores 
de ciudadanía universal, asumiendo la 
migración como un derecho, no como un 
delito. Esto está completamente reñido 
con las normas adoptadas por la Unión 
Europea, que disponen la detención de 
hasta por 18 meses de los inmigrantes 
“ilegales”. Adicionalmente una serie de 
derechos se garantizan tanto para los 
extranjeros residentes en Ecuador, como 
para los ecuatorianos en el exterior. 

Para el primer grupo, la asistencia 
humanitaria y la protección de sus 
derechos están aseguradas para los 
refugiados, claramente dirigido para 
los miles de colombianos “desplazados” 
que llegan a Ecuador en busca de un 
lugar seguro. Además, quienes vivan 
ya regularmente en Ecuador por 5 años 
pueden adquirir derechos políticos. 

Para el segundo grupo la nueva 
constitución reconoce a las familias 
trasnacionales, y la posibilidad de que 
aquellas se beneficien también de los 
fondos de pensión ecuatorianos. Se 
reconocen además importantes derechos 
políticos: un 5 % de la futura Asamblea 
Nacional será electa por las diásporas de 
ecuatorianos que viven fuera del país, 
para quienes la acción gubernamental 
ha creado programas especiales que 
los motiven a regresar a Ecuador y así 
aliviar los traumas personales que sufren 
millones de personas. 

*Samuele Mazzolini es estudiante de la 

Universidad de Oxford

Nadie es ilegal

Diego Almeida

Continuación de la página E1

Samuele Mazzolini



El viernes 5, concluyendo la 
primera semana después de 
emitido el “paquete de decretos” 

que el gobierno de Evo Morales diseñó 
como camino político para, de acuerdo 
a sus propias palabras, “continuar 
avanzando en el proceso de cambio”, 
ocurrieron los siguientes sucesos: las 
oficinas de las “Representaciones 
Presidenciales” fueron atacadas en 
Santa Cruz, Tarija, Trinidad (capital 
del Beni) y Cobija (capital de Pando); 
en Santa Cruz, la oficina fue, además, 
saqueada y sus equipos destruidos. En 
otros incidentes a cual más violentos, 
grupos de jóvenes paramilitares 
dependientes del Comités Cívico 
de Pando tomaron las oficinas de la 
Prefectura, el aeropuerto y saquearon 
una avioneta que llevaba a esa ciudad 
equipo “antimotín” para la policía… 

Esto fue sólo el comienzo, pues 
durante los siguientes días las cosas 
fueron empeorando. El martes 9 de 
septiembre, el ejemplo de la toma de 
instituciones iniciado en el norteño, 
casi incomunicado y poco habitado 
departamento de Pando donde el 
Prefecto Leopoldo Fernández se 
arrogó incluso el derecho de nombrar 
un nuevo director del Instituto 
Nacional de Reforma Agraria 
(INRA), se generalizó hacia las demás 
regiones convulsionadas. En Santa 
Cruz principalmente …el objetivo 
fue, aparentemente, además de causar 
un gran caos, apoderarse de las 
oficinas de recaudación de impuestos, 
del Instituto Nacional de Reforma 

Agraria, de Migración y de ENTEL, 
la empresa de telecomunicaciones 
recientemente “nacionalizada”… 
Finalmente el clímax de la violencia 
llegó el día 11 de septiembre por la 
mañana en un paraje camino a Cobija, 
Pando, en la Amazonía boliviana: un 
contingente numeroso de campesinos, 
cosechadores de castaña, estudiantes 
normalistas y comerciantes 
minoristas, varones, mujeres, niños y 
ancianos, se trasladaba muy temprano 
hacia la capital del departamento para 
reunirse en Ampliado y decidir los 
pasos a seguir para frenar el descontrol 
sembrado por la Prefectura y los 
“cívicos”, cuando artera y brutalmente 
fueron detenidos en la mitad del puente 
que ingresa hacia la comunidad de El 
Porvenir y asesinados a balazos por 
funcionarios de la misma Prefectura 
y por grupos de sicarios formados 
por algunos grandes ganaderos y 

narcotraficantes de la zona. 

Fue una masacre, una carnicería: 
dispararon hasta que agotaron sus 
cartuchos y después, remataron a 
machetazos a los que todavía se 
movían. A algunos aterrados hombres 
y mujeres que escapaban corriendo 
por los senderos de la selva los 
persiguieron y los cazaron. El saldo 
de esta acción es, hasta ahora, de 
25 personas asesinadas, más de 70 
heridos de bala y de machete y más de 
100 desaparecidos… 
Los sucesos se lee como una guerra 

civil en marcha en cuatro frentes 
simultáneos: el gobierno de Morales 
y el MAS; las élites regionales de 
la llamada “Media Luna”—Pando, 
Beni y Santa Cruz—dirigidas por 
los Comités Cívicos y apadrinadas 
por las Prefecturas; las Fuerzas 

Armadas y la Policía Nacional de 
Bolivia y, finalmente, el conjunto 
de organizaciones, colectivos, 
federaciones, juntas y todo tipo de 
cuerpos de agregación que constituyen 
la fuerza más íntima y enérgica de la 
sociedad boliviana. 

En un primer acercamiento lo 
que se mira es, efectivamente, la 
confrontación entre el gobierno 
central y las autoridades políticas y 
cívicas de las regiones que durante 
más de un año han protagonizado un 
prolongado conflicto en dos líneas 
argumentales: a) la aprobación o no 
de la nueva Constitución Política del 
Estado y b) el destino de los recursos 
extraordinarios obtenidos por el 
Estado mediante la venta del gas a 
mejores precios internacionales y bajo 
nuevos contratos con las empresas 
transnacionales…
Entrelazada con el anterior 
antagonismo discurre el segundo 

nivel del conflicto gobierno-
regiones, el más inmediato y el que 
ha sido el caballito de batalla de 
los últimos meses—la disputa en 
torno a la distribución del impuesto 
directo a los hidrocarburos (IDH), 
es decir, cuánto y cómo de los 
recursos estatales puede gastar cada 
autoridad política. 

En el siguiente y más significativo 
nivel de conflicto, que ha ido 
desplegándose sistemática y 
constantemente al menos desde el 11 
de enero de 2007 en Cochabamba, 
están las múltiples acciones, 
manifestaciones, discursos y 
agresiones emprendidas por los 
dirigentes de los Comités Cívicos, 
las élites locales y los Prefectos 
para intimidar y amedrentar a la 
población sencilla y trabajadora 
de sus respectivas regiones. 
Incluyen acciones y agresiones para 
silenciarla, dividirla, paralizarla y 
confundirla. Diversos momentos 
pueden rastrearse desde hace más 
de año y medio en esta dirección, 
casi todos con el mismo formato: 
se instala una “reivindicación de las 
élites” en el imaginario social y en el 
discurso público.
 
“Demandas regionales” han 
sido el mecanismo para instaurar 
divisiones binarias al interior de los 
distintos departamentos. En Sucre 
“los que apoyan la capitalía plena 
contra aquellos MASistas que no la 
quieren y son traidores a la región”, 
en el Oriente “los que apoyan la 
autonomía de Santa Cruz (o de Beni 
o Pando) contra aquellos MASistas 
que son traidores a la región”. Este 
esquema de división y clasificación 
de la población, así como el lenguaje 

agresivo y visceral, han sido la 
tónica durante los últimos meses. Su 
reiteración sistemática ha conformado 
un ambiente de odio y agresión 
emprendida por las élites y sus sicarios 
contra los trabajadores, pobladores 
humildes, vecinos y personas sensatas 
en general…El escenario de guerra se 
completa, además, con la sistemática 
ofensiva mediática que desde hace ya 
largos meses, a cada paso confunde y 
obscurece la comprensión de lo que 
acontece. 

Sin embargo y pese a todo, la 
resistencia comunitaria y popular, 
tendencialmente autónoma y solidaria 
no está ausente. Es ella, en su enérgica 
multiplicidad quien ha renacido en 
las últimas semanas después de más 
de 30 meses de gobierno de Morales. 
Diversas organizaciones, con mayor o 
menor cercanía al MAS, participantes 
ocasionales o habituales en la 

Coordinadora Nacional para el Cambio 
(CONALCAM), hartas tanto de sufrir 
las agresiones y vejaciones por parte 
de los cívicos y sus paramilitares, 
como de esperar acciones drásticas 
del gobierno que marcaran el alto 
a los desmanes y violencia de los 
primeros, han comenzado poco a poco 
a reorganizarse, a discutir, a tomar 
la palabra recuperando la variedad 
de voces y tonos que constituye 
la riqueza más vital de las luchas 
bolivianas recientes. Y, sobre todo, 
han comenzado a actuar. 

…importante ha sido en las 
últimas semanas la resistencia en el 
asentamiento urbano Plan 3000 en 
Santa Cruz, donde durante varios 
días grupos de vecinos, jóvenes de 
los barrios y trabajadores diversos de 
origen qulla han resistido y enfrentado 
a las bandas de paramilitares 
“cruceñistas”. ..variadas acciones de 
resistencia son las que en los últimos 
días han configurado el escurridizo 
escenario móvil de conflictos 
múltiples. 

Mientras tanto, el cuarto flanco de 
esta confrontación está constituido 
por la fuerza pública en Bolivia...
Hasta ahora, en todos estos conflictos 
la orden gubernamental a las fuerzas 
armadas y policiales parece haber 
sido intentar contener y tener el 
mayor cuidado en no agredir. En 
muchas ocasiones durante las últimas 
semanas, la población boliviana se 
ha preguntado por qué las fuerzas 
públicas no intervenían y detenían los 
desmanes de los cívicos de manera 
más contundente. Una hipótesis 
interesante que se maneja entre 
diversos grupos es la siguiente: hay 
una abrumadora ausencia de mando 
en la fuerza pública, los comandantes 
de la policía y del ejército no tienen 
la garantía de que la tropa los seguirá 
si deciden rebelarse contra el gobierno 
del MAS y plegarse a los cívicos, 
pero el gobierno, a su vez, no tiene la 
seguridad de que las fuerzas armadas 
reprimirán a los dirigentes cívicos ni 
controlarán la situación si se les da la 
orden. 

Esto último parece haberse modificado 
en los últimos días con la intervención 
militar del departamento de Pando 
y la captura del prefecto, Leopoldo 
Fernández, acusado de comandar la 
masacre de Porvenir. La tensión entre 
autoridad política y fuerza militar 
parece haber cedido un tanto y habrá 
que mirar con cuidado lo que suceda 
en los siguientes días. 

* Versión editada. El artículo completo 
se puede leer en http://www.ircamericas.
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Bolivia 
Vientos de Guerra Civil
Raquel Gutiérrez Aguilar
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Por la Unidad de Bolivia y del Abya Yala (Continente Americano)  - Mani-
festacion en Ginebra 11 de Octubre

Qué es lo que está pasando?

“continuar avanzando en 
el proceso de cambio”, 

Evo Morales



Hace 2 semanas cinco cleaners 
latinoamericanos fueron despedidos 
por AMEY PLC: la companía 
responsable del aseo en el National 
Physical Laboratory (NPL). Su despido 
fue una venganza patronal por haberse 
organizado y buscado reconocimiento 
sindical y por haber protestado las 
medidas antiobreras que ha tomado 
Amey desde que ganara el contrato 
en diciembre del 2006, tales como la 
reduccion del personal de 36 a apenas 
10 hoy en día y cambios unilaterales 
al contrato. 

Entre las medidas que tomaron 
para intimidar a la gente habia una 
REDADA DE INMIGRACION en 
mayo del 2007 con un saldo de 7 
despidos y tres deportaciones.
Junto con CAIC 
http://www.caic.org.uk

¿Como puedes apoyar esta 
campaña?

comunicarse  con Amey y/o con NPL 
para que sepan que estamos enterados 
de su comportamiento y que no vamos 
a callarnos

Proximamente estaremos anunciando 
y invitandoles a la segunda accion 
publica para exigir su reintegro. 
Pueden ver reporte y fotos de la 
primera en 
http://www.indymedia.org.uk/

Latin American Workers’ 
Associat ion

c/o T&G, 218 Green Lanes, London 
N4 2BR 

• Pedimos restauracion de los 
despedidos!

• No es crimen luchar por los 
derechos de los trabajadores.

• Nadie is ilegal — documentos 
para todos

Apoyemos a los cleaners despedidos de Amey/NPL
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La primera experiencia que tuvieron los 
Wayúu con las multinacionales fue el Cerrejón, 
empresa creada en 1977 con capitales de la 
empresa estatal Carbocol, e Intercor, empresa 
filial de Exxon Mobil. El Cerrejón desde 
un comienzo aprovechó la falta de poder 
centralizado de los Wayúu para sacar provecho 
en negociaciones que no fueron justas, ya que 
las compensaciones como los jagüeyes (pozos 
de almacenamiento de agua en la temporada 
de lluvias) construidos a lo largo de la vía de la 
mina al puerto, solo atenúan los problemas por la falta de 
agua en la mayor parte del departamento y no compensan 
los terrenos cedidos para la explotación y transporte 
de carbón. Las familias Wayúu  esperando mejorar sus 
condiciones de vida, cedieron en calidad de préstamo 4.459 
hectáreas para la construcción de Puerto Bolívar, puerto 
de embarque de carbón, y para la construcción de la línea 
férrea que conduce el carbón desde la baja hasta la alta 
Guajira. Hasta 2007, 1.091 personas han sido desplazadas 
por causa de la explotación carbonífera incluidos pueblos 
de afrodescendientes como el de Tabaco, quienes fueron 
desalojados  en 2001 por la seguridad privada del Cerrejón 
y la fuerza pública, y que hoy no tienen lugar donde 
asentarse y continuar con su vida, a pesar de prometerles 
que serán recibidos en la población de Hatonuevo. 

Otras multinacionales y empresas que explotan los 
recursos de la Guajira como Petróleos de Venezuela 
(Pdvsa), Promigas, Chevron-Texaco, Ecopetrol, Salinas 
de Manaure (Sama), entre otras compañías y consorcios, 
siguen los pasos del Cerrejón y mediante negociaciones 
viciadas tienen terrenos cedidos o arrendados de forma 
irregular e ilegal en la Guajira. PDVSA Colombia S.A.,  
explota el gas natural que se encuentra en el corregimiento 
de Chuchupa, municipio de Manaure. Los terrenos en los 
que se encuentra este yacimiento, fueron cedidos bajo 
las condiciones que desde la constitución de 1991 se 
establecen, por ello  no puede ser vendido, ni embargado, 
ni arrendado y  es propiedad colectiva. Sin embargo, 
en escrituras públicas se establece que la compañía 
se reserva el derecho de vender el proyecto a personas 
naturales y jurídicas sin consultar con los indígenas, lo 
que transgrede el derecho de los indígenas a decidir sobre 
su territorio. 

Uno de los problemas que tienen los indígenas Wayúu 
para enfrentar la avanzada de las multinacionales, son 
las relaciones políticas descentralizadas que manejan, 
ya que las autoridades políticas no traspasan los lazos 
de consanguinidad. Sin embargo, al ver el resultado que 
las explotaciones y actividades de las multinacionales 
han ocasionado en su territorio, algunos Wayúu 
han conformado organizaciones civiles que buscan 
equilibrar las negociaciones. De esta manera se 
organizan y preparan antes de que se efectúen acciones 
irreversibles por parte del gobierno y de las empresas 
que buscan enriquecerse con los recursos que en la 
Guajira se encuentran. Los deterioros ambientales 
que ha producido el Cerrejón, como la desaparición 
de arroyos, los problemas de salud por enfermedades 
respiratorias agudas, la contaminación por el polvillo 
que esparce el viento  al no estar tapados los vagones que 
transportan carbón y el desplazamiento que ha causado, 
ha prevenido a la comunidad frente a los deseos de la 
compañía por desviar el río Ranchería del que dependen 
300 mil personas, para aumentar la producción  anual a 
32 millones de toneladas. 

Los Wayúu consideran que el territorio es heredado, y 
que como dice Margarita*, las escrituras de las tierras 
son los huesos de sus muertos. Por otra parte, manifiestan 
que ceder los terrenos ha ocasionado profundos daños 
en su tejido social y cultural, ya que ha sido perturbada 
su tranquilidad, la libre movilidad al no poder visitar 
comunidades con las que tenían relaciones comerciales, y 
el medio ambiente y la salud se han deteriorado. Además, 
reclaman que las regalías se inviertan, ya que de hacerlo 
tendrían acueducto, luz, educación y programas de 
inversión social que les ayudaría a generar programas 
de  seguridad alimentaria y de desarrollo sostenible que 
resolvieran la desnutrición infantil que según el ICBF 
llega al 95%, además de la alta tasa de analfabetismo que 
presentan comunidades que no tienen la oportunidad de 
acceder a la educación básica y media ni la posibilidad de 
acceso a  nuevas tecnologías. 

El sábado 6 de Septiembre, 
más de una centena de 
personas se congregaron 
en un salón de sesiones en 

Londres para el evento de fundación 
de Polo Democrático Alternativo 
PDA en el Reino Unido.

El PDA es el mayor partido de 
oposición en Colombia y su 
surgimiento alrededor de los últimos 
años ha marcado un importante 
avance para la izquierda Colombiana, 
la cual previamente había sido 
ineficaz y dividida.

El relativo éxito electoral del PDA, 
habiendo ganado la alcaldía de 
Bogotá en las dos últimas  elecciones 
y logrado un 22% sin precedente 
del voto popular por su candidato 
presidencial Carlos Gaviria en la 
carrera contra Uribe en 2006, le ha 
establecido como una fuerza política 
de gran importancia.

El PDA sostendrá su próxima 
conferencia nacional del 26 al 28 

Febrero de 2009 y delegados serán 
escogidos el 26 de Octubre de 2008. 
Los colombianos viviendo en el 
exterior tienen derecho a votar, por 
lo tanto el interés es organizar una 
sección del partido en Reino Unido 
y registrar una lista de candidatos 
establecidos en UK para estas 
elecciones internas.

Unidad y Organización: En el 
evento del 6 de Septiembre, Miguel 
Puerto, quién coordinó la reunión, 
hizo un llamado a la unidad y a que 
los colombianos registren como 
miembros de Polo.

Derek Wall del Partido Ambientalista 
Británico (British Green Party) 
habló en solidaridad y demostró un 
conocimiento de la lucha popular 
colombiana digno de ser mencionado, 
yendo desde el asesinato de Gaitán en 
1948. 

En nombre de la Campaña de 
Solidaridad con Colombia, he 
analizado el levantamiento de 
la Izquierda Latinoamericana, 
discutiendo el hecho de que Colombia 
no puede permanecer inmune al 

Lanzamiento de
POLO en el Reino 

Unido

desarrollo nuevo y positivo en países 
vecinos.

Esteban Cancelado de España habló 
por el PDA en Europa continental, 
explicando las dificultades para 
trabajar entre las comunidades 
migrantes.

El Catedrático Pedro Agustín Díaz de 
la Universidad Nacional de Colombia 
presentó un análisis original de 
la diáspora colombiana y Tarcisio 
Mora, presidente del TUC ofreció 
un resonante apoyo a Polo y su 
importancia para las uniones.

Varios miembros enfatizaron 
la importancia de la unidad y 
efectiva organización. Un proyector 
computarizado estuvo a disposición 
para demostrar como registrar en 
línea como miembros del partido y 
como votar. Una lista provisional 
de candidatos fue presentada y se 
hicieron arreglos para actividades 
futuras de Polo en el Reino Unido.

La gran participación, efectiva 
organización y entusiasmo de los 
presentes hicieron, hicieron de 
éste, sin lugar a dudas,  el evento 
político más exitoso antes realizado 
por la comunidad Colombiana en 
Inglaterra.

polouk@hotmail.co.uk

http://www.polodemocratico.net/
Votaciones-internacionales

Diana Raby

Wayúu

¡

las escrituras de las tierras son los 
huesos de sus muertos. 

 

Para llamar:  
Amey: 01865 713 101 
(pregunte por Jenifer Richmond, 
Human Resources) 
jenifer.richmond@amey.co.uk

National Physical Laboratory: 
020 8943 6040 
(pregunte por Hannah Scullion, 
directora de Human Resources) 
hannah.scullion@npl.co.uk

Para mandar email: 
Hay dos cartas modelos, una para 
NPL y la otra para Amey. que 
pueden obtener

latin_americanworkers@hotmail.com

http://www.caic.org.uk

Cualquier inquietud escribanos a este 
email.

Andres Gomez
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Ddesde el 16 de septiembre de 2008, 
mas de diez mil corteros de caña de los 
principales ingenios del Valle y Cauca, 
se declararon en Asamblea Permanente, 

exigiendo la vinculación directa a las empresas 
buscando mejorar sus condiciones laborales, que 
podrían considerarse cercanas al esclavismo por 
la dureza de las condiciones de trabajo y por los 
sueldos de miseria. Conversando con el conductor 
de cualquier taxi de Palmira, se puede constatar la 
callada indignación social por las duras condiciones 
laborales que tienen que enfrentar los corteros día a 
día, jornadas que empiezan antes de la madrugada y 
que pueden llegar hasta la noche, bajo temperaturas 
que pueden sobrepasar los treinta y cinco grados, 
en las que cada cortero espera cortar hasta cuatro 
toneladas, y pueda ganar hasta venticinco mil pesos. 
Dinero al que luego se le  descuenta seguridad social, 
aportes a la cooperativa,  la dotación de trabajo, 
entre otros; a tal punto que en el mejor de los meses 
su ingreso real puede llegar a los cuatrocientos mil 
pesos. 

Un desprevenido caminante comentaba en la plaza 
Caicedo de Cali: ahora el señor Ardila Lulle, y los 
dueños de estos ingenios, tendrá que dejar de ser tan 
tacaño, y reconocerle el trabajo a los corteros. No 
es un secreto, los enormes beneficios que reportan 
los ingenios azucareros, especialmente con las 
prevendas establecidas por el gobierno nacional 
para la producción de etanol. El año 2006 reportaron 
utilidades netas por cerca de 300 mil millones de 
pesos, ganancias que se concentran en un puñado 
de ilustres propietarios de la tierra en el fértil 
valle del río cauca. Haciendo cuentas gruesas, las 
reivindicaciones de los trabajadores costarían cerca 
de treinta mil millones de pesos, que equivalen al 
10% de las utilidades de la industria en el 2006.

Utilidades Netas de Algunos Ingenios 

Azucareros en millones de pesos Año 2007  

El paro de los corteros de caña lleva ya dos semanas, 
y ha sorprendido a las autoridades locales, y en 
general a la opinión pública, ya que  la primera 

lectura sobre esta crisis, era la de un movimiento 
espontáneo, hecho por unas personas desorganizadas, 
y fácilmente controlables. Todo el mundo estaba 
esperando los masazos de la policia antidisturbios 
(ESMAD), tradicional estilo de negociación del 
actual gobierno, que ha sido sorprendentemente 
resistido y rechazado por los corteros. 
Tal vez los valerosos policías 
acostumbrados a golpear cuerpos de 
estudiantes o transeúntes desprevenidos, 
se sorprendieron al chocarse con recios 
hombres acostumbrados a un duro 
trabajo físico, que saben manejar a la 
perfección su herramienta de trabajo.  
La protesta de los corteros ha costado 
hasta ahora mas de veinte heridos, y un 
número no determinado de amenazas, 
intimidaciones, y atropellos por parte 
de la “fuerza pública”.  

Los grandes señores de los ingenios se 
han encontrado con un escenario que se 
escapó a sus cálculos, el paro empieza 
a reportar pérdidas estimadas en 4000 
millones de pesos diarios; mientras que 
ni el hambre, ni la represión del Esmad, 
ha amilanado la voluntad de los cañeros, 
en los  ocho ingenios de los trece grandes 
se sigue manteniendo el bloqueo a la 
entrada. Los lideres del paro, y cada 
uno de los corteros, están consientes 
de la delicada situación en la que se 
encuentran, saben que con el gobierno 
de las ejecuciones extrajudiciales, los 
pactos con el paramilitarismo y los 
falsos positivos; la criminalización y 
el juego sucio están a la vuelta de la 
esquina. Sin embargo están abocados a esta situación 
por el hambre y la angustia con la que se tienen que 
enfrentar todos los días. 

Con lágrimas en los ojos, un cortero contaba 
recostado en su improvisado lecho de plástico, que 
estaba dispuesto a morir en esta protesta, por que la 
vida que estaba viviendo no la podía soportar más, 
que esta no era vida para el, ni para sus hijos; tenia 
que enfrentarse a días con hambre, y sin muchas 
posibilidades de pagar el alquiler de la vivienda y los 
servicios públicos. 

El Ministro de la Protección Social, Diego Palacio, 
ha reconocido eufemísticamente esta situación en 
una entrevista al diario El País de Cali, al referirse 
a los corteros: “… con un problema estructural que 

se refleja en unas condiciones de vida y en una 
problemática social evidente, que uno no puede 
desconocer”. Sin embargo, en la misma entrevista, 
aprovecha para enfatizar en la necesidad de continuar 
con el modelo de Cooperativas de Trabajo Asociado, 
y para relacionar al movimiento de corteros con la 
guerrilla. Palabras ratificadas por el presidente en el 
consejo de ministros para atender la crisis del paro, e 
insinuadas por el mismo ministro de Agricultura en 
días anteriores. 

De la caña a la estigmatización.

El relacionamiento con el que el gobierno pretende 
relacionar a las FARC con el movimiento de los 
corteros, parece obedecer a un nuevo momento 
del conflicto, el Ministro Palacio, ha puesto en 
manos de la fiscalía, a un “testigo encubierto” 
que afirma  que los comandantes de este grupo 
insurgente planeaban infiltrar este movimiento. 
Sumado esto las declaraciones del presidente en 
uno de sus concejos comunitarios, planteaba la 
manipulación de las FARC, citando literalmente 
al testigo encubierto: “…la guerrilla citó a unos 
corteros a reuniones, y que los obligó a hacer 

el paro manipulando el movimiento”. Estas 
incriminaciones parecen abrir la estrategia de 
erosionar la legitima protesta de los trabajadores, y 
abrir en un escenario futuro, la represión militar y 
judicial en contra de los dirigentes del movimiento, 
quienes han mostrado una sorprendente capacidad 
de organización y resistencia.  

El paro de los corteros dista de ser un conflicto 
regional, y evidencia crisis de la tercerización 
laboral, decía el Ministro Palacio al tratar de 
defenderla, “El cooperativismo es una figura válida 
y de enorme importancia en todo el mundo y no se le 
puede descalificar. Pero sí es cierto que en Colombia 
tenemos un enorme problema con el abuso que se 
está dando de las CTA(Cooperativas de Trabajo 
Asociado) . 

En Colombia ya tenemos una nueva ley para evitar 
esa intermediación laboral y hay que aplicarla” 
Existe un duro cuestionamiento sobre los efectos de 
las cooperativas en torno al empeoramiento de las 
condiciones laborales de millones de trabajadores 
en Colombia, cerca de cinco mil trabajadores de los 
puertos, de las empresas palmeras, y un sin número de 
empresas que se vieron beneficiadas con la reforma 
laboral, y que significó una notoria disminución en 
sus costos, sin que esto significara el incremento 
del empleo o de la inversión productiva en el País. 
Sin embargo, las leyes no pueden eliminar la lógica 
económica que concibió la tercerización laboral, la 
de trasladar a los trabajadores los costos laborales 
que estaban asumiendo las empresas, obligándolos 
a asumir las obligaciones parafiscales, los costos 
administrativos, entre otros; precarizando aún más 
las condiciones de vida de los trabajadores. 
También existen corteros que se han opuesto al paro, 
cerca de 450 que han sido contratados directamente 
por la empresa, que gozan de las prestaciones sociales 
de la empresa, y las prevendas que les han garantizado 
un modo de vida digno. Ellos y los contratistas 
técnicos se manifestaron en una marcha el 18 de 

septiembre en la Plaza de Caicedo en 
Cali, reuniendo a cerca de mil personas,  
paradójicamente exigiendo el derecho 
al trabajo. Los ingenios azucareros han 
retenido los pagos a los sueldos de todos 
los trabajadores como mecanismo de 
presión en contra de la manifestación de 
los corteros. Este hecho, sumado a las 
recompensas estatales, han originado 
todo tipo de señalamientos por parte de 
los sindicatos de trabajadores contratados 
por los ingenios en contra de los corteros 
de las cooperativas, generando violentos 
rechazos y confrontaciones en contra de 
la Asamblea Permanente. 

Los intentos de negociación han sido 
evadidos sistemáticamente por la 
Asociación de productores de Caña, 
Asocaña, la cual en voz de su actual 
presidente Luis Fernando Londoño, 
aduce que la contratación no admite 
ninguna discusión, e insiste en la 
ilegalidad del paro, lo que justificaría 
el uso de la fuerza pública, y la 
judicialización en contra de sus líderes. 
En este momento el gobierno nacional a 
propiciado negociaciones en cada uno de 
los ingenios, lo que podría fragmentar 
la movilización de los corteros.  

Las Máquinas reemplazando los brazos

En una de las declaraciones más importantes del 
Ministro Palacio, se ha señalado la inminente 
mecanización del corte como se realiza en otras 
partes del mundo, lo que generaría una crisis social sin 
precedentes en la región. Se perderían cerca de diez 
mil empleos directos, que sumados a los indirectos 
podrían llegar a treinta mil, este hecho tendría graves 
repercusiones en las condiciones de vida de la región. 
Sin embargo, el movimiento de los corteros no ha 
planteado una posición clara frente a este hecho, que 
significa una amenaza real frente a sus condiciones 
de vida a medio plazo. La mecanización, y la falta de 
creación de nuevos puestos de trabajo, auguran un 
conflicto aún más crítico en el futuro.

A CORTAR CON LAS COOPERATIVAS

compañía Millones de Pesos   

Incauca 11549 (3)

Mayagüez Refinery 22895 (6)

Providencia 25023 (6.5)

Manuelita 12806 (3.5)

Riopaila Industrial S.A 50427 (13)

 Portafolio. Las 1001 empresas. 2008



En Julio de este año, algunas de las 
empresas multinacionales más grandes 
del mundo fueron condenadas por su 
papel en el conflicto colombiano. Fueron 

acusadas de financiación y suministro de armas a 
los grupos armados responsables de violaciones de 
derechos humanos horrorosas, y por beneficiarse 
directamente de los crímenes causados por estos 
grupos.

Organizaciones sociales nacionales e internacionales 
se reunieron del 21 al 23 de julio en Bogotá para 
escuchar los veredictos en la sesión final del 
Tribunal Permanente de los Pueblos (TPP). Entre 
las multinacionales condenadas se encontraban: 
Coca-Cola, British Petroleum (BP), Occidental Oil, 
Anglo-American Mining (con sede principal en el 
Reino Unido), Nestlé, Chiquita Brand (bananera), 
Multifruits S.A. (mejor conocida por sus jugos 
Delmonte), Drummond (multinacional de minería), 
y el gigante español de telefonía móvil Telefónica. En 
total, 34 corporaciones nacionales y multinacionales 
y sus afiliados fueron condenados, al igual que el 
estado colombiano.

El Tribunal Permanente de los Pueblos

El TPP es un tribunal no gubernamental, establecido 
en 1979 con el objetivo de seguir el trabajo 
comenzado por los Tribunales de Russell en la 
investigación de crímenes de guerra comprometidos 
por fuerzas estadounidenses en Vietnam. El TPP 
basa sus veredictos en declaraciones y tratados de 
derechos humanos, libre de los poderes políticos, 
económicos y estatales que afectan las instituciones 
normalmente encargadas de investigar estos 
asuntos. Los veredictos del TPP no cobijan  ninguna 
jurisdicción oficial –son, efectivamente,  un 
veredicto ‘de opinión’. Sin embargo, este carácter no 
institucional, no le quita mérito a los veredictos que 
intentan representar ‘ la conciencia de humanidad ‘.

El evento de julio fue la segunda sesión del TPP 
en Colombia.  El primero fue un tribunal sobre 
la Impunidad para Crímenes de lesa humanidad 
en América Latina que  ocurrió entre 1989 y 
1991. Reuniendo  información de doce países, el 
tribunal se enfocó en el entendimiento del contexto 
histórico y el carácter sistemático de la tortura, las 
desapariciones y otras violaciones características 
de las dictaduras, y la protección continuada de los 
perpetradores.

El Padre colombiano Javier Giraldo, teólogo de la 
liberación,  fue el secretario entre 1989 y 1991 del 
TPP. Él concluyó que era justo comenzar  la lucha 
contra la impunidad, que había un largo camino 
para “ despertar la conciencia y movilizar la opinión 
pública alrededor de este problema”. Giraldo propuso 
que así como salvaguardar la memoria, la lucha contra 

la impunidad tenía tres objetivos de gran alcance: 
la verdad (la clarificación de los hechos, de manera 
distinta a una investigación simple y superficial 
que deja a los responsable en el anonimato); justicia 
(el castigo de los responsables de los crímenes); y 
reparación (para las víctimas, que son sobre todo las 

más desfavorecidas económicamente) .
El TPP sobre Multinacionales y Derechos 

humanos

Es muy difícil llevar estas compañías  a las cortes 
nacionales e internacionales, ya que  ellas funcionan 
a través de filiales en el país, y son difíciles de 
demostrar sus relaciones con paramilitares. Sin 
embargo esto  no quiere decir que no sean ciertas 
ni obvias. A menudo las amenazas de los grupos, 
ordenan explícitamente a los líderes sindicales dejar 
una multinacional particular, como por ejemplo una 
amenaza que dice ‘ paren de joder con Coca-Cola’.  
A decir verdad, existen algunas excepciones, la más 
notable es el triunfo de la acusación a la empresa 
bananera  Chiquita Brand en un tribunal federal 
estadounidense el año pasado, mediante la cual 
la empresa fue declarada culpable de suministrar 
fondos y armas a los grupos paramilitares que 
asesinaban y amenazaban a la población local donde 
operaban.

Colombia es importante como un mal ejemplo: el 
régimen de impunidad por crímenes corporativos 
ilustra claramente lo que pasa al  dar vía libre para 
que las multinacionales se vigilen. Cada vez más mas 
abandonados por las instituciones colombianas e 
internacionales, la única defensa de los movimientos 
sociales contra los abusos corporativos, ha sido 
movilizar la opinión pública y establecer alianzas 
fuera de las estructuras oficiales.

El TPP Colombia organizó una investigación de 
tres años y un programa de acción, articulados 
con seis Audiciones públicas sectoriales sobre 
el agroindustrias, minería, diversidad biológica, 
petróleo, servicios públicos y genocidio indígena. 
Uno de los intereses  del TPP Colombia,  era abrir 
el proceso de investigación a las comunidades 
afectadas. Para incentivar la participación de 
las comunidades, las audiciones sobre petróleo, 
servicios públicos e indígenas fueron precedidos 
por consultas preliminares realizadas directamente 
en las zonas afectadas. Cada audición recogió 
pruebas formalizadas como una acusación contra 
las multinacionales específicas en cada sector, con 
las cuales los jueces  acordaron un dictámen  – ‘ la 
opinión sumaria ‘– que alimentó la sesión final en 
Bogotá.

El desalojo territorial

El mapa aquí presentado muestra los principales 
yacimientos petrolíferos de Colombia; las zonas 
oscuras muestran los lugares donde las compañías 

petroleras extranjeras han ganado las concesiones 
más provechosas. El plan es abrirse el país entero 
hacia tres ejes estratégicos de desarrollo. Esta toma 
del poder corporativa ha generado conflictos sobre 
el territorio en todos los rincones de Colombia.

[Perspectivas de Desarrollo Estratégicas - NB 
Fuente: presentación de Libardo Sarmiento]
Más de tres mil personas asistieron a la Audición 
final, un conjunto de movimientos sociales se 
opusieron  a la toma de poder corporativo de 
Colombia.

Arauca, ubicada en los llanos al este de los Andes, 
tiene una historia de sólida organización social, de 
cooperativas agrícolas y de proyectos de educación 
alternativos –se conocía como la Cuba de Colombia. 
En los años 1980, la compañía  estadounidense  
Occidental ingresó para extraer petróleo. Arauca fue 
puesta bajo la ley marcial por Uribe en 2002, y hoy en 
día es un campamento armado que incluye marineros 
estadounidenses. En las narices del ejército, las 
operaciones paramilitares han aumentado. La ciudad 
de Saravena ha vivido durante 6 años vividos bajo el 
asedio militar. Los paramilitares han emergido de 
nuevo, pintando grafitis en la ciudad, y  asesinando 
a siete pobladores en una semana. Las demandas del 
movimiento social en Saravena incluyen el derecho a 
no ser eliminados: “Por la Defensa de Vida, Derechos 
humanos y la Permanencia en este Territorio”.

Valle y Cauca en el sudoeste, es otra región de 
intenso conflicto social, los propietarios y los 
paramilitares han declarado la guerra a los grupos 
indígenas militantes. Fuera de la sesión formal 
del TPP, el líder indígena José Goyes nos mostró 
una herida de bala de la tentativa de asesinato que 
de la que se salvó en junio. El pueblo Nasa y otros 
grupos en el Cauca están determinados a reclamar 
la Madre Tierra, la Madre Tierra que les han robado. 
Engañados y decepcionados por los gobiernos 
sucesivos que incumplen sus compromisos, los 
pueblos indígenas se han inclinado por la táctica 
de acción directa de la ocupación de tierras. La 
policía armada los ha atacado, y ahora ellos son 
objetivos de los paramilitares para ser asesinados. 
Una amenaza reciente contra la comunidad Nasa en 
Cauca anunció el principio de un genocidio contra 
la comunidad. Un signo muy esperanzador es la 
alianza emergente entre los movimientos indígenas 
y afrodescendientes.

Conocimos el sindicato de trabajadores de 
Michelin y Unilever el cual reclama la solidaridad 
internacional. La compra de los negocios locales 
por parte de las corporaciones multinacionales ha 
generado  despidos, cortes de salario, y la supresión 
de derechos laborales: en breve, explotación 
intensificada.

El Veredicto

El veredicto final del TPP declara que las empresas 

multinacionales que operan en Colombia han estado 
involucradas en

El veredicto continúa declarando que el modus 
operandi de las empresas multinacionales incluye:

El tribunal también condenó  también el papel 
del estado colombiano, enfatizando que  las 
consecuencias devastadoras que abarcan todas 
las políticas de privatización y la venta de remate 
de los enormes recursos naturales del país a las 
multinacionales, han afectado principalmente  a los 
trabajadores y las comunidades colombianos. En los 
últimos veinte años se han visto a 4000 sindicalistas 
asesinados, mientras las condiciones para 
trabajadores se siguen deteriorando - actualmente el 

32 % de los trabajadores no tiene ningún contrato, 
el 60 % es empleado informal, y el 44 % no tiene 
ningún tipo de seguridad social.
MULTINACIONALES Y AFILIADOS QUE  
SE ENCONTRÓ HABER INCURRIDO EN 
VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS EN 
DIFERENTES GRADOS:

Alimentos y Bebidas: Coca-Cola (EE.UU), Nestlé (Suiza), 

Chiquita Brands  (EE.UU);

Petróleo: BP British Petroleum (Reino Unido), OXY 

Occidental Petroleum Company  (EE.UU), Repsol 

(España);

Minería: Cemex (México), Drummond (EE.UU), Muriel 

Mining, Glencore-Xstrata (Suiza), Anglo American (Reino 

Unido), BHP Billington (Reino Unido /Australia), AngloGold 

Ashanti - Kedhada (Sudáfrica / Reino Unido);

Biodiversidad: Monsanto (EE.UU), Smurfit Kapa - Cartón 

de Colombia (Irlanda), Multifruits S.A. - Delmonte (EE.

UU), Pizano S.A (Colombia), Urapalma S.A (Colombia), 

Dyncorp (EE.UU);

Servicios públicos: Unión Fenosa (España), Aguas de 

Barcelona (España), Canal Isabel II (Colombia), Endesa 

(España), Telefónica (España); 

Indígenas (si no ya citado): Ecopetrol (Colombia), 

Petrominerales (Canadá), Gran Tierra Energy (Canadá), 

Brisa S.A., Empresas Públicas de Medellín (Colombia); B2 

Gold (Canadá).

[1564 palabras]
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Multinacionales en Colombia Condenado
Andy Higginbottom y Robert Green

“las prácticas que son violatorias de los 
derechos humanos fundamentales… 
articulándose ellas mismas con redes  

de violencia que enraizadas en estrategias 
estatales incentivadas y patrocinadas por 
políticas hemisférica que buscan legitimar 
la necesidad de la seguridad inversion “.

“efectos desastrosos sobre el 
ambiente, la persecución y el 
exterminio de los sindicatos, 

el pago por  la protección y los 
servicios de las fuerzas armadas del 
estado, la contratación clandestina de 
grupos paramilitares, las ejecuciones 
extrajudiciales de sindicalistas y 
miembros de grupos sociales que se 
oponen a  las acciones de las empresas, 
la flexibilización y precarización de las 
condiciones de trabajo, y la adulteración 
de sus productos con serias implicaciones 
para la salud de los consumidores “.



San Lorenzo en el municipio Riósucio. 
Allí la problemática denunciado por los 
casos fueron de la explotación minera, 
explotación del oro con la empresa 
Kehdada, la problemática territorial a 
través de un montón de problemas en 
ese parte del país. La militarización 
también producto de la garantía de la 
funcionabilidad de esos proyectos.

Después estuvimos en Cúcuta con 
los hermanos Barí del Catatumbo, 
denunciando radicalmente el tema de 
explotación petrolera y las megaproyectos 
al iniciarse en esa zona del país.

Finalicemos en el Cabo de la Vela 
en La Guajira donde se denunciaron 
la problemática de la salinas, 
del parque eolico, los proyectos 
turísticos,  y la militarización 
también en nuestros territorios. 
De como están obligando a los 
hermanos Wayúu abandonar sus 
tierras, sus territorios.

Y estamos aquí hoy en la 
Audiencia Final, recogiendo y 
tomando todo lo que hicimos 
un trabajo de mas de seis meses 
en todo territorio nacional para 
que aquí nuestros hermanos 
denuncien la infracción al derecho 
internacional humanitario a los 
derechos humanos, la violación a 
los derechos sociales y culturales y 

económicos. Estamos aquí por la vivencia  
de los pueblos indígenas.

¡Resistencia y Autonomía!
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Un tema común de 
las audiciones es el 
desalojo violento de las 
comunidades rurales, 

y la fuerte correlación entre  los 
patrones de acciones de violencia 
paramilitar y las zonas de interés 
para la extracción de recursos

La audiencia pública del Tribunal 
Permanente  de los Pueblos sobre las 
multinacionales y el genocidio de 
pueblos indígenas tuvo lugar el 18 y 
19 de julio en Atánquez, población 
enclavada en el pie de las montañas 
de la Sierra Nevada de Santa 
Marta , hogar del pueblo indígena 
Kankuamo.  Aproximadamente 
500 personas se encontraron para 
compartir experiencias.

Sólo desde 1986, 403 indígenas (de 
los pueblos kankuamo, wiwa, kogui 
y arhuaco) han sido asesinadas en la 
Sierra Nevada.  A escala nacional, “ 
desde que Álvaro Uribe Velez subió 
al poder (en 2002), un promedio 
de 146 personas indígenas ha sido 
asesinadas cada año.

Al menos 28 de los 94 grupos 
indígenas de Colombia se enfrentan 
a la extinción. Este etnocidio se 
deriva de una combinación entre 
la eliminación física directa y 
el exterminio de las sociedades 
indígenas, cuando las corporaciones 
nacionales y multinacionales se 
instalan en sus territorios. 

Héctor Mondragón afirmaba: 
“Los indígenas desplazados son 
más del 8 % de los cuatro millones 
de población en desplazamiento;  lo 
cual dobla su proporción del total 
de la población general.

¿Qué podemos concluir? El golpe 
que el Estatuto de Desarrollo Rural 
ha dado a las poblaciones indígenas 
ha sido predicho, y ha permitido el 
aumento  de la violación de derechos 
humanos de los pueblos indígenas, 
el crecimiento escandaloso de los 
asesinatos ocurridos entre 2002-
2006, y el aumento  de pueblos 
indígenas desplazados.  A sangre y 
fuego  las corporaciones se llevan 
los derechos de pueblos indígenas 
por delante.  No podemos permitir 
esto,  si no lo paramos ahora, 
ellas llegarán tan lejos como lo 
han hecho con los derechos de 
los trabajadores. Debemos poner 
término a esto.

De la misma forma como lo están 
haciendo nuestros compañeros en 
el  Cauca –con su lucha actual para 
la liberación de la madre Tierra–, 
debemos mostrar la solidaridad 
con toda nuestra fuerza, porque con 
ese  coraje ellos están resistiendo, 
no solamente en nombre de los 
pueblos indígenas, sino de todos 
los colombianos.

Termino mi discurso con un 
caluroso saludo al compañero 
Rafael  Colque,  quien la semana 
antepasada perdió un ojo debido 
al ataque por parte de la policía. 
Compañeros líderes:  como 
él,  nosotros,  el pueblo Nasa de 
Corinto, estamos preparado para 
dar nuestros ojos, nuestras vidas 
y todo nuestro futuro, porque  los 
derechos de los pueblos indígenas 
son inviolables, e intocables y no 
serán derribados.”

Larga vida a la lucha de los pueblos 
indígenas!

TPI
Frontline Latin America

El TPP arrancó con una seria 
de pre-audiencias que se 
realizaron en territorio 

indígena en distintas partes del 
territorio nacional.

Arrancamos este año en el 
departamento de Arauca con 
nuestros hermanos indígenas U’wa 
y nuestros hermanos Sikuani en 
el municipio Saravena. 
Ahí el problemática de 
los testimonios recabados 
fueron los de la explotación 
petrolera y como las 
compañías de hacer 
económico han generado 
desplazamiento, violación 
de derechos humanos, 
fraccionado el derecho 
internacional humanitario y 
como nuestras comunidades 
están cada vez mas pobres, 
cada vez mas tristes y su 
corazón se esta muriendo, 
el pensamiento U’wa.

De ahi nos fuimos al sur 
de país, al departamento 
Nariño, en Diviso en el 
municipio en el territorio 
Awa. Nos acompañamos la mesa 
permanente Cofan, y el pueblo 
Siona de Putumayo, donde 
denunciamos y pudimos comprobar 
claramente como son los efectos 

de las fumigaciones – el glisofato 
– de manera radical exterminado los 
cultivos de pancoger, las corrientes 
de agua, y como los menores recién 
nacidos han muerto a causa de las 
fumigaciones,  porque han muerto 
dos a tres días después que se han 
realizados las fumigaciones. La 
militarización en el territorio ha 
conllevado el desplazamiento 
de nuestros hermanos, de como 
llegan sin permiso si como fueran 
dueños de nuestros territorios. La 
Defensoría del Pueblo han llevado 
bastante tiempo de no lo expedía.

Pasamos al departamento de Caldas. 
Ahí nos acompañamos los hermanos 
indígenas de Antioquia, de 
Risaralda, de Quindío y del Cauca. 
Estuvimos en el resguardo indígena 
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